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Título: La relación laboral especial de Alta Dirección II. Target: Secundaria, Bachillerato y Ciclos 
Formativos. Asignatura: Formación y Orientación Laboral. Autor: Daniel Navarro Sánchez, 
Licenciado en Derecho e Ingeniero Informático. 
1.1 DIFERENCIAS Y COMPATIBILIDAD ENTRE EL ALTO DIRECTIVO Y OTRAS FIGURAS 
Ya nos hemos referido a que los Altos Directivos integran el primer nivel ejecutivo de las 
organizaciones empresariales y  responden ante los administradores, pero  son quienes 
normalmente adoptan las decisiones de administración y gobierno de la compañía y 
constituyen las cabezas visibles de dichas organizaciones. Habitualmente ocupan las 
posiciones de Director General o Director Gerente, aunque la denominación que su puesto 
reciba resulta de importancia secundaria en contraste con las funciones efectivamente 
desempeñadas.  
Analizaremos ahora la diferencia con otras figuras existentes en las sociedades y su 
compatibilidad o incompatibilidad. 
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1.1.1 Alto directivo y Socio 
Socio de una sociedad es quién tiene parte del capital social de dicha sociedad. La 
condición de socio es compatible con el cargo de alto directivo. Cabe admitir la dualidad 
de relaciones, laboral y asociativa, siempre que ambas tengan sustantividad propia; esto es, 
siempre que se acredite la realidad de los servicios y que la aportación a la sociedad no 
suponga una participación mayoritaria o muy relevante en el capital de la empresa, que 
proporcione el control efectivo de la misma (STS 18-3-1991 [RJ 1991, 1869]). En otro caso, 
ambas condiciones serían incompatibles y no existiría relación laboral por faltar la nota de 
ajeneidad. 
1.1.2 Alto directivo y trabajador con relación laboral común 
El trabajo de alta dirección es incompatible con una relación común u ordinaria de 
trabajo. A esta conclusión conduce el hecho de que esté previsto que, en su caso, la 
relación laboral de alta dirección extinga o, cuando menos, suspenda la relación laboral 
común previa (art. 9.1 RD 1382/1985). 
En las empresas  existe la figura de los denominados Directivos Ordinarios o Técnicos, que 
son aquellos ejecutivos que ocupando puestos elevados, y recibiendo significativas 
retribuciones, tienen a sus órdenes a numerosos empleados y ostentan una posición 
empresarial muy cualificada, pero en el nivel inmediato inferior a la de los altos directivos. 
Se trata de quienes desempeñan los cometidos de Director Financiero, Director Comercial, 
Director de Recursos Humanos, Director de Producción, Director de Sistemas, …, o bien, los 
responsables de una concreta fábrica, sucursal o similar. Son titulares de una relación laboral 
ordinaria que no debe ser confundida con la relación especial de Alta Dirección.  
1.1.3 Alto directivo y los administradores o los miembros del órgano de administración. 
Diferencias y compatibilidad o incompatibilidad 
Entendemos como administradores a quienes forman parte del órgano de administración 
de las sociedades u organizaciones jurídicas correspondientes, órganos que encarnan la 
titularidad de las mismas. Nos referimos paradigmáticamente a los miembros del Consejo de 
Administración de las sociedades anónimas o a quienes integran los órganos paralelos de 
otros tipo de sociedades u organizaciones 
Los administradores o miembros del órgano de administración no tienen relación laboral 
con la empresa sino relación mercantil, excluida del  ámbito laboral en virtud del artículo 
1.3.c) del E.T. siempre que: 
• La actividad se limite pura y simplemente al  mero desempeño del cargo de consejero 
o miembro de los órganos de administración 
• La actividad que lleven a cabo sólo comporte la realización de cometidos inherentes a 
tal cargo. 
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1.1.3.1 Las diferencias entre los Consejeros y el Alto Directivo 
1º Respecto a nombramiento o designación 
Los administradores son, salvo algunas excepciones puntuales, nombrados por la Junta 
General, conforme dispone el art. 123 LSA. En cambio, los altos directivos son normalmente 
contratados mediante decisión del Consejo de Administración, que asimismo procede a la 
elección individualizada; y ello con independencia de quién firme el contrato, que puede 
ser el Presidente, algún Consejero apoderado o el propio Director de Recursos Humanos, solo 
o con alguno de los administradores, o contando con habilitación especial al efecto. 
2º Por razón de duración. 
La duración del cargo administrador es limitada, se fija en los Estatutos y no puede 
exceder de cinco años, aunque cabe la reelección por períodos iguales, una o más veces, 
conforme al art. 126 LSA. 
El alto directivo, por el contrario, suele ser contratado por tiempo indefinido, aunque ya 
veremos que se admite también su contratación temporal, que en la práctica resulta muy 
poco frecuente; el carácter indefinido, además, se presume. 
3º Por razón de la retribución 
Los Administradores tienen que tener su retribución prevista en los Estatutos Sociales, 
conforme al art 130 LSA; si éstos no señalan nada al respecto, se presume la gratuidad del 
cargo. 
Los altos directivos, por el contrario, ven señalada su retribución en el correspondiente 
contrato, que deben hacerlo con toda precisión y detalle, diferenciando la parte fija de la 
variable, el metálico de la especie, etc. 
4º Por razón de su cese. 
Así como los administradores pueden ser separados de su cargo en cualquier momento 
por la Junta General, conforme al principio de libre revocabilidad que expresa el art. 131 de 
la LSA, pudiendo ser destituidos ad nutum, es decir, sin necesidad de justa causa, los altos 
directivos siguen un sistema de extinción más complejo, que será objeto de tratamiento  
posteriormente y que combina justificaciones causales con otras que no lo son, por estar 
apoyadas en el principio de confianza recíproca, pero sin que pueda afirmarse que la 
extinción del contrato de alta dirección responde al criterio básico de terminación ad 
nutum. 
En cuanto a las posibles indemnizaciones, los administradores en principio no tienen que 
recibirlas, salvo que así se contemple específicamente en los Estatutos; y aún así, tal 
posibilidad es discutida por la doctrina mercantilista, en tanto en cuanto se considera que 
podrían atentar tales indemnizaciones al principio de libre revocabilidad.  
5º Por razón de las facultades. 
Los Consejeros forman parte del órgano colectivo que detenta la máxima capacidad de 
decisión en materia de representación, gestión y administración de la sociedad, mientras 
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que el alto directivo no pertenece normalmente a dicho órgano, y por ello constituye un 
nivel o escalón inferior. Pero, al mismo tiempo, es consustancial a la alta dirección el contar 
con amplios poderes otorgados notarialmente y con respecto a las más diversas áreas de la 
empresa y a sus objetivos generales, según se verá. En tal sentido, bien podría decirse que 
los altos directivos cuentan a nivel individual con mayores facultades y capacidades que un 
Consejero aisladamente considerado, ya que, salvo que se trate del Consejero-delegado, lo 
normal es que el Consejero en sí no detente esos poderes protocolizados que sí se facilitarán 
al alto directivo. 
1.1.3.2 Respecto a la compatibilidad del Alto Directivo y los miembros de los órganos de 
administración societarios 
Es necesario analizar el supuesto concreto, pero dependerá  en gran medida del tipo de 
consejero que sea, ya que caben las siguientes variables: 
• Alto directivo + consejero “pasivo”= Compatibilidad / relación laboral. 
• Alto directivo + consejero ejecutivo = Incompatibilidad/ relación mercantil. 
1.1.3.3 Alto Directivo y Consejero Ejecutivo. Teoría del Vínculo y Teoría Funcional 
No es compatible la relación de alta dirección con el cargo de consejero o miembro de 
los órganos de administración en las empresas que revistan la forma jurídica de sociedad 
(art. 1.3 RD 1382/1985). Las condiciones de administrador ejecutivo y trabajador de alta 
dirección son incompatibles porque la coincidencia de las funciones desempeñadas por las 
personas que ocupan ambos tipos de cargos haría artificioso aceptar que, en ese caso, 
existiesen simultáneamente dos vínculos (el mercantil y el laboral) entre un mismo trabajador 
y la empresa. 
Una constante doctrina jurisprudencial ha afirmado la incompatibilidad del trabajo de alta 
dirección con el cargo de consejero. Cuando se simultanean las actividades como 
administrador social y como personal de alta dirección o gerencia de la empresa la relación 
no es laboral, sino mercantil (STS 18-3-1989 [RJ 1989, 1879]; STS 27-1-1992 [RJ 1992, 76] y STS 22-
12-1994 [RJ 1994, 10221]). 
El artículo art. 1.3 c) ET  excluye del ámbito de dicha norma a: “La actividad que se limite, 
pura y simplemente, al mero desempeño del cargo de consejero o miembro de los órganos 
de administración en las empresas que revistan la forma jurídica de sociedad y siempre que 
su actividad en la empresa sólo comporte la realización de cometidos inherentes a tal 
cargo”. 
En efecto, este precepto establece, como ya se ha dicho, que hay dos tipos de 
Consejeros, los que se limitan pura y simplemente al mero desempeño del cargo de 
consejero y a realizar solo cometidos inherentes a tal cargo, y los que no están de ese modo 
limitados; por lo que, a sensu contrario cabía concluir que si el Consejero realizaba tareas 
extravagantes a su puesto, asumía un doble vínculo con la empresa:  uno sometido al 
Derecho Civil o Mercantil y otro regido por el Derecho laboral, siendo ambas relaciones 
compatibles y acumulables. Esta fue la interpretación jurisprudencial de la Ley, en los 
primeros años de su vigencia, acogiendo la que se denominaba “teoría funcional”, por 
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fijarse en las funciones que desempeñaba la personal “doblemente vinculada” a la 
empresa. 
Esta teoría funcional ha sido ya superada por la llamada “Teoría del Vínculo”  que 
considera que un Alto Directivo que además  es Consejero Delegado, no está vinculado por 
un contrato de trabajo, manteniendo una relación exclusivamente de carácter mercantil y 
ello porque “se aprecia la existencia de un punto de coincidencia en la delimitación de las 
actividades consideradas en los mismos, pues la alta dirección se concreta en el ejercicio de 
poderes correspondientes a la titularidad de la empresa y el desempeño de un cargo de 
miembro de los órganos de administración de la sociedad implica también la actuación de 
facultades de esta naturaleza” ( Sentencia del Tribunal Supremo es la de 21 de enero de 
1991 , que recoge la doctrina de otra  Sentencia de 29 de septiembre de 1988). 
En la actualidad, ciñéndonos a la figura del Consejero-delegado, por ser el máximo 
exponente de la cuestión que nos ocupa, podemos decir que son numerosos los 
pronunciamientos en que, incluso de oficio, se declara la incompetencia de la jurisdicción 
social, remitiendo la discusión del asunto a los Tribunales civiles. 
1.1.3.4 Efectos de la exclusión de la relación laboral especial por la “absorción” de la misma 
por la relación mercantil 
• Calificación de las cláusulas de blindaje como nulas o inaplicables, por vulnerar los 
principios mercantiles de libre revocación de los administradores y de reflejo estatutario 
de retribución de administradores (STS, Sala de lo Civil, de 30-12-1992, caso Huarte). En 
sentido contrario, la STS Sala de lo Civil de 9-5-2001 (caso Mattel) declara la validez del 
blindaje fijado por la empresa y no por el propio administrador. 
• Cuestionamiento de la licitud de las remuneraciones no previstas estatutariamente. 
• Encuadramiento en la Seguridad Social. 
• Pérdida del eventual derecho a la prestación por desempleo. 
• Incompetencia de la jurisdicción social.  
• Contratación y condiciones de trabajo   
1.2 FORMA Y DURACIÓN DEL CONTRATO  
 El contrato deberá formalizarse por escrito, en ejemplar duplicado, entregándose uno a 
cada parte contratante. Si el pacto entre las partes no se documentase, se presumirá que el 
empleado es personal de alta dirección cuando se den las notas características del trabajo 
asalariado (arts. 1.1 y 8.1 ET) y, además, la prestación profesional se corresponda con la 
definida por el Real Decreto de alta dirección (art. 1.2 del RD 1382/1985). 
La forma escrita no es condición de validez del contrato del alto cargo; tampoco en el 
caso de que se acceda al puesto por promoción interna. El requisito de forma es «ad 
probationem», no «ad solemnitatem» (STS 7-3-1988 [RJ 1988, 1859] y STS 14-2-1990 [RJ 1990, 
1086]). 
El contrato del personal de alta dirección, podrá contener cuantas cláusulas y 
estipulaciones decidan incluir libremente las partes, junto a las que debe figurar un 
contenido mínimo de obligatoria inclusión, que haga referencia a (art. 4 RD 1382/1985): 
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• La identificación de las partes. 
• El objeto del contrato. 
• La retribución convenida, con especificación de sus distintas partidas en metálico o 
especie. 
• La duración del contrato. 
• Las demás cláusulas exigidas en distintos preceptos del RD 1382/1985 (RCL 1985, 2011), 
como las relativas al tiempo de trabajo y el régimen disciplinario. 
 
El contrato tendrá la duración que las partes acuerden. A falta de pacto escrito sobre la 
misma, se presumirá celebrado por tiempo indefinido (art. 6 RD 1382/1985). 
1.3 PACTOS ESPECIALES 
1.3.1 Periodo de prueba 
En el contrato especial de alta dirección podrá incluirse un período de prueba. Si el 
contrato se celebra por tiempo indefinido, en ningún caso podrá pactarse para dicho 
período una duración superior a nueve meses (art. 5.1 RD 1382/1985), tope que representa 
una de las pocas excepciones a la total libertad de las partes (STSJ Granada 3-1-1997 [AS 
1997, 233] ); en caso de contrato temporal, parece existir libertad absoluta de las partes.  
Una vez transcurrido el período de prueba sin que se haya producido desistimiento o 
ruptura del contrato, éste producirá plenos efectos.  
El tiempo en prueba se computará como de antigüedad en la empresa (art. 5.2 RD 
1382/1985). 
1.3.2 Pacto de no concurrencia o exclusividad 
El deber de no competencia del alto cargo es más intenso que el de un trabajador 
común. No podrá celebrar contratos de trabajo con otras empresas, salvo que el empresario 
le autorice verbalmente o por escrito. La autorización se presume cuando la vinculación a 
otra entidad fuese pública y no se hubiese hecho exclusión expresa de ella en el contrato 
especial de trabajo (art. 8.1, RD 1382/1985). 
Supuesto distinto es el pacto de no concurrencia para después de extinguido el contrato 
de alta dirección. El pacto no competencia con la actividad de la empresa para después 
de la finalización del contrato sólo será válido si cumple los siguientes requisitos (art. 8.3, RD 
1382/1985): 
1)  Que el empresario tenga un efectivo interés industrial o comercial en ello. 
2) Que se satisfaga al alto directivo una compensación económica adecuada (STS de 2- 
1-91 y STSJ Galicia 30-1-03 aceptan el 75% del salario). 
3)  Que la libertad de trabajo del alto cargo se restrinja, como máximo, por un período 
de dos años. 
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1.3.3 Pacto de permanencia en la empresa 
Cabe el pacto de permanencia en la empresa cuando el alto directivo haya recibido una 
especialización profesional con cargo a la empresa durante un determinado tiempo.  
Las partes pueden acordar que el empresario tenga derecho a una indemnización por 
daños y perjuicios para el caso de que el trabajador abandonase el trabajo antes del plazo 
fijado, para el que no se establece ninguna duración máxima (art. 8.2 RD 1382/1985). 
Por tanto, si se constatase que dicha especialización no ha existido o no ha respondido a 
las exigencias del art. 8.2, el pacto de permanencia no sería válido y el empresario no podría 
exigir la indemnización pactada para su incumplimiento. 
Para que sea válido el pacto de permanencia, el empresario deberá, acreditar que la 
formación proporcionada redunda en un plus de cualificación del trabajador respecto de la 
que corresponde habitualmente al puesto desempeñado, de tal manera que el trabajador 
que la recibe adquiere mayores facilidades de recolocación en el futuro. 
La cuantía de la indemnización o los parámetros para su cálculo serán determinados por 
el propio pacto. En el supuesto, poco probable, de que dicha cuantía no se estableciese en 
el pacto o no se dijese nada respecto a la indemnización, ésta será exigible igualmente en 
virtud de lo dispuesto en el art. 1101 CC y su cuantía habrá de ser fijada por el juez, siempre 
que el empresario acredite los perjuicios sufridos. 
Parece claro que se deba exonerar al trabajador de la indemnización siempre y cuando 
éste pueda acreditar que su dimisión o abandono fue determinado por una actuación ilícita 
del empresario. En tal caso, habrá que estar al sentido del fallo judicial. 
Otro supuesto en el que podría argumentarse la improcedencia del abono de la 
indemnización podría ser aquel en el que la voluntad resolutoria del alto cargo viene 
determinada por razones de fuerza mayor. 
1.4 RETRIBUCIÓN Y GARANTÍAS SALARIALES  
Se entiende por salario “la totalidad de las percepciones económicas de los trabajadores, 
en dinero o en especie, por la prestación profesional de los servicios laborales por cuenta 
ajena, ya retribuyan el trabajo efectivo, cualquiera que sea la forma de remuneración, o los 
períodos de descanso computables como de trabajo.” (art. 26 ET). 
No son salario: “las cantidades percibidas por el trabajador en concepto de 
indemnizaciones o suplidos por los gastos realizados como consecuencia de su actividad 
laboral, las prestaciones e indemnizaciones de la Seguridad Social y las indemnizaciones 
correspondientes a traslados, suspensiones o despidos”. 
El contrato de Alta Dirección deberá contener la retribución convenida, especificando sus 
distintas partidas, en metálico o en especie. 
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Las retribuciones del personal de alta dirección gozarán de las siguientes garantías (disp. 
adic. 5ª ET): 
1) Inembargabilidad absoluta de una cantidad equivalente al Salario Mínimo 
Interprofesional (art. 27.2 ET). 
2) Liquidación documentada del pago de salarios, percepción puntual y recargo por 
demora (art. 29, ET). 
3) Preferencias para el cobro sobre otros posibles créditos que existan frente al 
empresario (art. 32 ET), y, en relación con ellas, el llamado privilegio de ejecución separada, 
sin que el cobro quede en suspenso por la tramitación de un procedimiento concursal frente 
a la empresa (art. 32.5 ET). No obstante, debe tenerse en cuenta que a partir de 1 de 
septiembre de 2004 entró en vigor la reforma operada sobre estos beneficios, de modo que 
las preferencias reconocidas al crédito salarial sólo son aplicables en los supuestos en los que 
el empresario no se halle declarado en concurso. En caso de concurso de acreedores, serán 
de aplicación las disposiciones de la Ley Concursal relativas a la clasificación de los créditos 
y a las ejecuciones y apremios (disposición final 14ª Ley 22/2003). 
4)  Protección del Fondo de Garantía Salarial (FOGASA), principalmente en los casos en 
que el empresario sea declarado insolvente (art. 33 ET). 
Por el contrario, a este personal no le es aplicable los beneficios de la responsabilidad 
solidaria empresarial en lo supuestos de contratas o en los casos de descentralización 
productiva de le empresa establecido en el art. 42 del ET, ya que no existe norma legal 
expresa que así lo reconozca (STSJ País Vasco, de 5 julio 2005 (AS 2005, 2647). 
1.5 OTROS DERECHOS Y CONDICIONES DE TRABAJO  
El tiempo de trabajo será el fijado en las cláusulas del contrato. Las partes tienen amplia 
autonomía para fijar la jornada laboral, horarios, fiestas, permisos y vacaciones del alto 
cargo, siempre que no configuren prestaciones que excedan notoriamente de las que sean 
usuales en el ámbito profesional correspondiente (art. 7 RD 1382/1985), lo cual parece dar a 
entender que deberá pactarse algún régimen de descanso semanal y anual. En virtud de 
aquella regla general, no parece que existan limitaciones relativas a la realización de horas 
extraordinarias. 
Al alto directivo podrán imponérsele sanciones en los términos pactados en el contrato 
cuando incumpla las obligaciones derivadas de la relación laboral especial. Las faltas del 
alto cargo, cualquiera que sea su naturaleza, prescribirán a los doce meses desde su 
comisión o desde que el empresario tuviese conocimiento de ellas. Las faltas impuestas al 
alto cargo, y sus correspondientes sanciones, podrán ser revisadas ante el orden 
jurisdiccional social (art. 13 RD 1382/1985). 
Se aparta al alto cargo de los órganos de representación de los trabajadores en la 
empresa, prohibiéndole expresamente que participe como elector o elegible en las 
elecciones a delegados de personal o comité de empresa, «sin perjuicio de otras formas de 
representación» (art. 16 RD 1382/1985). El principio de mutua confianza que preside su 
relación con el empresario hace que no pueda compatibilizar la representación de los 
intereses del empresario con la de los trabajadores. 
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1.6  RESPONSABILIDAD CIVIL, ADMINISTRATIVA Y PENAL DEL ALTO CARGO    
1.6.1 Responsabilidad civil  
 El alto directivo no tendrá responsabilidad si actúa dentro de los poderes otorgados por el 
empresario, de modo que cualquier reclamación se hará efectiva sobre los bienes de este 
último (art. 285 CCom). Basta con que aparentemente actúe dentro de ese límite, por 
razones de buena fe y seguridad jurídica (art. 286 CCom). 
El alto cargo tendrá responsabilidad frente a los terceros cuando celebre contratos fuera 
del giro y tráfico de la empresa, salvo que en este caso haya obrado por orden del 
empresario o éste haya aprobado su gestión en términos expresos o por hechos positivos 
(art. 286 CCom). 
El empresario será el único responsable de las actuaciones de los trabajadores que hayan 
sido contratados por el alto cargo y que causen daños a terceros en el desarrollo de su 
actividad laboral (art. 1903 CC). 
1.6.2 Responsabilidad administrativa  
 De las sanciones administrativas por las infracciones laborales en que incurra el alto 
directivo en la gestión de la empresa responderá el empresario, sin perjuicio del derecho de 
repetición de éste cuando el directivo haya actuado culposamente, por ejemplo 
desobedeciendo instrucciones, y del régimen disciplinario que pudiera haberse establecido 
en el contrato (art. 13 RD 1382/1985).  
1.6.3 Responsabilidad penal  
El alto cargo puede incurrir en responsabilidad por impedir o limitar el ejercicio del 
derecho a la libertad sindical o el derecho de huelga (art. 315 CP), o por infringir las normas 
de prevención de riesgos laborales (art. 316 CP), pues los delitos contra la seguridad y salud 
en el trabajo son imputables a la persona física responsable de los hechos, que puede ser no 
sólo el empresario, sino también la encargada de hacer cumplir las normas e instruir a los 
trabajadores de los riesgos inherentes a cada tarea (STS 12-11-1998 [RJ 1998, 7764]). Por 
tratarse de tipos penales que pueden tener por autor a persona distinta al empresario, 
también podrá ser sancionado penalmente si trafica de manera ilegal con mano de obra 
(art. 312.1 CP), o si promueve o favorece la inmigración clandestina de trabajadores a 
España o a otro país de la Unión Europea (art. 313.1 CP) y, desde luego, si solicitara favores 
de naturaleza sexual en el ámbito de la relación laboral, provocando a la víctima una 
situación objetiva y gravemente intimidatorio, hostil o humillante, agravándose la pena si se 
prevaliera para ello de su superioridad laboral (art. 184 CP). 
En general, en el supuesto de que se atribuya a una persona jurídica la comisión de 
alguno de los delitos contra los derechos de los trabajadores (arts. 311 y ss. CP), la pena se 
impone a los administradores o encargados del servicio que hayan sido responsables de los 
mismos y a quienes conociéndolos y pudiendo remediarlo no hubiesen adoptado las 
medidas para ello (art. 318 CP). 
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 1.7 REQUISITOS DEL ACUERDO ENTRE TRABAJADOR Y EMPRESARIO  
Cuando un trabajador vinculado a la empresa por una relación laboral común sea 
promovido o ascendido a un puesto de alta dirección en la misma deberá formalizarse un 
contrato escrito (art. 9.1 RD 1382/1985). En dicho contrato se especificarán los efectos que 
las partes quieren que tenga la nueva relación especial sobre la común anterior (art. 9.2 RD 
1382/1985). 
Las mismas exigencias de forma y contenido del acuerdo rigen para los casos en que el 
trabajador de una empresa sea promovido como alto cargo a otra distinta dentro de un 
grupo de empresas u otra forma asociativa similar (art. 9.1 RD 1382/1985), con lo que de 
manera implícita se admite la cesión o traspaso de una empresa a otra dentro del grupo. 
1.8 EFECTOS SOBRE LA RELACIÓN LABORAL COMÚN  
Cuando empresario y trabajador acuerden que la relación de alta dirección sustituya a la 
relación común por la que estaban vinculados con anterioridad, este acuerdo novatorio no 
surtirá efectos hasta transcurridos dos años. Así pues, la relación común no se extinguirá 
hasta que haya pasado ese plazo, manteniéndose entretanto en suspenso (art. 9.2 RD 
1382/1985). 
Aun habiéndose pactado la novación, durante los dos años que siguen al acuerdo el 
directivo tendrá la opción de reanudar la relación laboral común de origen si se extingue la 
de alta dirección (STSJ Andalucía 3-10-1991 [AS 1991, 5514]). 
Cuando las partes opten por la simple suspensión de la relación laboral previa, al 
extinguirse la relación laboral especial el trabajador tendrá la opción de reanudar la 
relación laboral común que tenía en origen, sin perjuicio de las indemnizaciones a las que 
pudiera tener derecho por el cese como alto cargo, salvo en el caso de que la causa de 
ruptura de la relación especial haya sido el despido disciplinario declarado procedente (art. 
9.3, en relación con art. 11.3 RD 1382/1985).  
El período durante el cual el trabajador haya ocupado el puesto de alta dirección no será 
computable a efectos de determinar la antigüedad y fijar la indemnización en caso de que 
posteriormente se produzca el despido en la relación laboral ordinaria, a la que retornó el 
trabajador una vez cesado en la relación especial de alta dirección (STS 18-2-2003 [RJ 2003, 
3806]). 
La extinción de la relación de alta dirección por desistimiento empresarial no rompe la 
relación laboral común, que se reanudará a partir del día en que dicho desistimiento tuvo 
lugar. Salvo en el caso de que, interpuesta una acción de despido por parte del trabajador, 
éste se declare procedente (STS 18-7-1990 [RJ 1990, 6421] y STS 28-11-1991 [RJ 1991, 8423]). 
Una vez reanudada la relación laboral común, si el trabajador probase que se le siguió 
abonando la misma retribución que antes recibía como alto cargo, y no la menor que le 
correspondería según convenio, se entenderá que la empresa contrajo el compromiso de 
seguir pagándole la más elevada. 
Debido a este pacto tácito a favor del salario mayor, la retribución superior que se hubiera 
recibido como alto cargo es la que deberá tenerse en cuenta luego a los efectos de 
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calcular las correspondientes indemnizaciones en caso de ruptura de la renacida relación 
común (STS 28-2-1998 [RJ 1998, 2220]). 
1.9 CONSECUENCIAS DE LA FALTA DE PACTO ESCRITO  
En cuanto a los efectos sobre la relación común del inicio de la especial, si el empresario y 
el trabajador no indican expresamente en el contrato el sentido de su opción por sustituirla 
por la nueva o suspenderla, se entenderá que la relación laboral común queda 
simplemente suspendida (art. 9.2 RD 1382/1985). STSJ Madrid 17-1-00, 31-10-00 y 8-5-01. 
El plazo para reanudar la relación común del que dispone el trabajador tras la extinción 
de la relación especial no está previsto en el RD 1382/1985 (RCL 1985, 2011). A falta de pacto 
entre las partes sobre este extremo, los tribunales han dado diferentes soluciones. En algunas 
sentencias se habla de veinte días desde el cese, aplicando el plazo previsto para el 
despido (STS 31-1-1991 [RJ 1991, 200]). En otras de cinco días (STSJ Galicia 26-2-1993 [AS 1993, 
770]). 
La reincorporación debe producirse sin dilaciones indebidas. En otro caso, cabe que la 
relación laboral común se extinga por considerar la inactividad del trabajador como un 
supuesto de dimisión presunta (STSJ Castilla y León [Valladolid] 19-2-1991 [AS 1991, 1329). 
Tiene el mismo efecto la negativa del trabajador a reincorporarse al puesto de origen 
cuando el empresario le ha requerido para ello (STSJ Canarias 20-6-1996 [AS 1996, 2446]). ● 
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n este artículo, de carácter didáctico para todos aquellos alumnos que cursen 
cualquier asignatura impartida por el Departamento de FOL, así como para aquellos 
que quieran desenvolverse con mayor autonomía en el mercado laboral, 
analizaremos las garantías y competencias del comité de empresa. 
E 
